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NOTA PRELIMINAR


 






Este trabajo ratifica y amplía la tesis original de La contrarrevolución en la independencia de México: los españoles en la vida política, social y económica de México (1804-1838); conserva y enriquece los capítulos de la primera y la segunda ediciones.

El libro se presenta en dos partes. La primera inicia con una introducción sobre la Ilustración y sus ideólogos utilizada como breve marco de referencia del mundo de las ideas que conocieron nuestros prohombres de la independencia. Nuevas investigaciones de expertos enriquecen los primeros cuatro capítulos: la población, la estructura social y la Consolidación de Vales Reales como detonador de la independencia para concluir con la derrota de los insurgentes y el triunfo contrarrevolucionario encabezado por Agustín de Iturbide en 1821.

La segunda parte incluye los últimos cuatro capítulos y cubre las vicisitudes del nacimiento de la república frente a la inercia colonial, la expulsión de los españoles, la pugna entre liberales y conservadores, el establecimiento de la república con sus modalidades federalistas y centralistas, hasta el triunfo de las ideas liberales y las leyes de Reforma. Tanto la introducción como esta última parte son esbozos que espero inviten a una investigación mayor.

En este trabajo se destaca la influencia decisiva de factores económicos, políticos y sociales que condujeron a la consumación de la independencia. Al retomar el camino de la reflexión sobre el tema advertí que mis nuevas consideraciones coinciden con las de un buen número de historiadores nacionales y extranjeros, quienes destacan que la independencia es el resultado de un largo proceso iniciado en la segunda mitad del siglo XVIII que finaliza con el triunfo de los liberales al inicio de la segunda mitad del siglo XIX. Desde mi punto de vista, dicho proceso inicia a partir de 1767 con las reformas borbónicas, inspiradas en los principios de la Ilustración, para culminar con el triunfo de Juárez y el sacrificio de Maximiliano en 1867. Mismas fechas que se incluyen al título de esta nueva edición. Esta interpretación coincide con un buen número de historiadores nacionales y extranjeros, entre ellos Justo Sierra, Eric Van Young y Brian Hamnett.1

Aunque para este trabajo no se alcanzó a profundizar en el periodo de las reformas borbónicas, considero que aquí se comienza a tejer el destino del México moderno. Estas reformas, con las que la corona española intentó “reconquistar” sus posesiones americanas, propiciaron profundas transformaciones en la realidad colonial. Dos aspectos principales deben destacarse de las mencionadas reformas: la política, representada por la expulsión de los jesuitas en 1767 que simboliza la sumisión de la Iglesia al Estado, y la administrativa, representada especialmente por la creación de las intendencias en 1786 con las que se pretendía conseguir una mayor eficiencia en la recaudación y un mejor control administrativos.

La expedición, instrumentación y ejecución de la Cédula de Consolidación de Vales Reales de 1804 explica tanto la crisis financiera de España como la dependencia económica de la monarquía española de sus colonias. Su expedición exhibió el desconocimiento de sus autores sobre la realidad novohispana; polarizó a la sociedad en su conjunto; provocó la precisión de las ideas; y condujo a la integración de grupos políticos antagónicos. Uno de ellos sembraría el germen de la independencia.

La invasión francesa de 1808 puso a prueba la institucionalidad y la legalidad de la administración colonial; cuestionó el origen de la soberanía; agudizó el enfrentamiento entre criollos y españoles; y descubrió la intransigencia de la oligarquía en el poder que encabezó el primer golpe de Estado en el siglo XIX. Provocó, además, el surgimiento de grupos conservadores y liberales que se transformarían en revolucionarios y contrarrevolucionarios con ideas diferentes sobre la organización política de los gobiernos del nuevo Estado independiente cuyos orígenes se pueden encontrar en Washington, París o Madrid.

La expulsión de los españoles, en la primera década de la independencia, se explica por razones políticas. Su permanencia en la jerarquía de la administración pública —el ejército y la Iglesia después de 1821— recordaba los tiempos del absolutismo, los fueros y la intolerancia. La renuencia de España por reconocer la independencia de México y las constantes amenazas de invasión española complicaban su presencia en cargos de importancia. Para muchos era el recuerdo de la Colonia y por ello convirtieron su expulsión en un tema central de la política y, concretamente, en las pugnas entre federalistas y centralistas. Las leyes de expulsión, como otras disposiciones legales, no se cumplieron cabalmente. Éstas se aplicaron con rigor a miembros de nivel medio de la administración, el ejército y la Iglesia, y excluyó a miembros prominentes de la elite. Sin embargo, su expulsión, a pesar de desajustes económicos, no originó la bancarrota del país, como algunos creen.

La primera república federal retó la supervivencia de las estructuras coloniales. Intentó avanzar principios liberales abanderados desde 1808; presenció las pugnas entre yorkinos y escoceses; promovió las estructuras democráticas populares; favoreció las ideas de la Ilustración; se integró por profesionistas, ilustrados y miembros de la clase media; abanderó las leyes de expulsión de los españoles; y tuvo el atrevimiento de pronunciarse en contra de los fueros militares y de la Iglesia. Fracasó en su intento. Sin embargo, sentó las bases de las instituciones republicanas, la soberanía de los Estados y obtuvo el reconocimiento de Estados Unidos e Inglaterra.

Los gobiernos de la república central no corrieron con mejor suerte. Sus gobernantes, simpatizantes de las estructuras coloniales, lucharon para regresar al sistema de fueros. Eran antiguos realistas; pertenecían a la oligarquía; se opusieron a las leyes de expulsión de españoles; fueron partidarios de gobiernos centrales fuertes; se oponían a las reformas liberales de la Constitución de Cádiz; a la educación laica; a la libertad de cultos; y a la separación de la Iglesia y el Estado. Lograron el reconocimiento de la independencia por parte de España y entregaron al país reducido a la mitad.

Ambos gobiernos, federalistas y centralistas, fueron víctimas de la desconfianza, la inestabilidad, la corrupción y la impunidad. La falta de respeto a las instituciones y a los gobiernos ocasionó los constantes golpes de Estado y aumentó la incertidumbre sobre el futuro de la nueva nación. Después de las Bases Constitucionales, que representaron el fin de la primera experiencia federal, el país entró en una pugna entre liberales y conservadores abanderados indistintamente por militares donde destacó Santa Anna. Este periodo concluyó primero con el triunfo de las leyes de Reforma y después con la invasión francesa y la imposición de un emperador extranjero. El fin de este enfrentamiento se consumó en Querétaro con el triunfo del gobierno de Juárez y el sacrificio de Maximiliano en el Cerro de las Campanas.

En este nuevo esfuerzo considero que la independencia fue resultado de una serie de factores ideológicos, administrativos, sociales, económicos y políticos originados en los principios de la Ilustración, las reformas borbónicas, la revolución de Estados Unidos, la Revolución francesa y la Revolución industrial cuyos efectos perduran en la vida nacional.

Las reformas borbónicas propiciaron la reforma administrativa, subordinaron a la Iglesia frente al Estado; hicieron más eficiente el sistema de recaudación fiscal; crearon una nueva división político-administrativa con el sistema de intendencias; y fortalecieron a las autoridades regionales frente a la autoridad virreinal. La expulsión de los jesuitas, en 1767, creó un vació en la educación y orientación ideológica.

La revolución de independencia de Estados Unidos ofreció la mejor muestra de emancipación e independencia y sirvió de ejemplo para los gobiernos emergentes. En adelante, podían suplir un sistema monárquico con otro republicano. La Revolución francesa planteó el contrato social, la eliminación de los privilegios de clase, la separación de la Iglesia y el Estado, las bases de una nueva organización política y los derechos del hombre.

Por último, la Revolución industrial, con los avances científicos y tecnológicos, especialmente los derivados de la máquina de vapor, transformó los modos de producción que ocasionaron la substitución del trabajo manual por la manufactura, aceleró la producción y obligó a la búsqueda de nuevos mercados. Creó nuevos paradigmas para el intercambio comercial: el libre mercado. Transformó las relaciones laborales, instauró una nueva cultura urbana y propició el surgimiento de movimientos sociales en el siglo XIX.

La elaboración de esta nueva edición surgió de una conversación con mi amigo Jaime Rodríguez, sin duda uno de los mejores expertos y autoridad indiscutible sobre la independencia de América Latina. Compartía mi deseo de reimprimir o reeditar mi libro La contrarrevolución en la independencia: los españoles en la vida política, social y económica de México (1804-1838) a la luz de las investigaciones posteriores a su publicación en 1969. El doctor Rodríguez me advirtió que, de entonces a la fecha, habían surgido nuevas investigaciones, y algunos historiadores reconocidos, como Virginia Guedea, cuestionaban la interpretación sostenida en la edición original y en la excelente traducción, corregida y adaptada para el lector estadunidense, que él mismo hiciera para la Universidad de Nebraska en 1974.

El desafío de reeditar o reescribir la contrarrevolución exigía revisar el material bibliográfico de la primera edición y conocer, estudiar y analizar la mayoría de los trabajos publicados en los últimos cuarenta años. Los descubrí abundantes y de excelente calidad. Investigadores consagrados y algunos jóvenes historiadores de nuestro país y del extranjero han enriquecido el tema. Muchos con enfoques novedosos y hallazgos reveladores en archivos de México y España que cubren el complejo y amplio campo de la independencia. Destaca principalmente la reconocida bibliografía de trabajos escritos, editados o coordinados por Jaime E. Rodríguez O.: La independencia de la América española, The Independence of Mexico and The Creation of the New Nation, The Divine Charter. Constitutionalism in Nineteenth-Century Mexico y Revolución, independencia y las nuevas naciones de América. Los sesudos ensayos de Brian Hamnett, especialmente Revolución y contrarrevolución en México y Perú: liberalismo realeza y separatismo (1800-1824), publicado por el Fondo de Cultura Económica, en 1978. Fue útil descubrir las experiencias de distintos estados y regiones del país en los trabajos coordinados por Virginia Guedea, La independencia de México y el proceso autonomista novohispano, 1808-1824, publicado por la Universidad Nacional Autónoma de México y el Instituto José María Luis Mora, en 2001; conocer el trabajo de Marta Terán y José Antonio Serrano Ortega, Las guerras de independencia en la América Española, publicado por El Colegio de Michoacán, el Instituto Nacional de Antropología e Historia y la Universidad Michoacana de San Nicolás Hidalgo, en 2002; además de la obra de Josefina Zoraida Vázquez El establecimiento del federalismo en México (1821-1827), publicada por El Colegio de México 2003; y la de Ana Carolina Ibarra, La independencia en el Sur de México, publicada por la Facultad de Filosofía y Letras y el Instituto de Investigaciones Históricas de la Universidad Nacional Autónoma de México, en 2004.

El acucioso, aunque parcial ensayo, de Alfredo Ávila y Virginia Guedea, “De la independencia nacional a los procesos autonomistas novohispanos: balance de la historiografía reciente”, confirma la abundancia del material publicado en las últimas décadas. Al mismo tiempo invita a explorar con mayor detenimiento la historiografía de la independencia con especial cuidado particularmente si tomamos en cuenta algunas de sus conclusiones: “México no existía antes de la guerra que estalló en 1810”, “en definitiva el pueblo mexicano nunca peleó por su independencia y libertad” porque el “pueblo mexicano no existía”. También es útil para quienes en sus investigaciones eviten caer en la celada de emplear el término independencia “por pura comodidad”.

Especialmente útiles fueron Las interpretaciones de la independencia de México, coordinado por Josefina Zoraida Vázquez, y el ensayo de Christon I. Archer, “¡Viva Nuestra Señora de Guadalupe!: Recent Interpretations of Mexico’s Independence Period”.2

Supongo que las nuevas investigaciones a las que aludía mi amigo Jaime Rodríguez se ubican en algunas ideas comprendidas en el estudio de Ávila y Guedea mencionadas en párrafos anteriores y a la influencia de los colegas españoles sobre la interpretación “autonomista”, característico de la historiografía revisionista española en la década de 1970, entre las cuales se ubica la interpretación de Marco Antonio Landavazo que coloca a Fernando VII como el “legitimador de la independencia”. Revisionismo que explica las diferencias de interpretación entre quienes consideran que los movimientos de las primeras décadas del siglo XIX fueron por la autonomía y no por la independencia o por la “autonomía total”, como lo señala Josefina Vázquez. Tesis que se asume válida tanto para 1808 como para 1821.

La elite de la Nueva España, a diferencia de la estadunidense, nos aclara nuestro amigo Jaime Rodríguez, “pretendía el autogobierno y no la independencia”. Situación explicable por la diferencia en el origen de la organización social, económica y religiosa de los grupos que pretendían la independencia en una y otra parte.

La distinción era “crucial” porque, agrega, “cuando los documentos de la época se refieren a la independencia, con frecuencia quieren decir autonomía”. Hay quienes suponen la validez del mismo juicio, pero a la inversa. Y el mismo doctor Rodríguez está convencido de que “los dirigentes de la Nueva España”, los autonomistas o absolutistas de la elite más conservadora que encabezó el primer golpe de Estado en México, en 1808, competían por los honores de la consumación de la independencia con Iturbide, convencido éste de que “él y su ejército habían liberado a la nación”.

La tesis de la “autonomía”, de las “pretensiones autonomistas” o de “alcanzar una verdadera autonomía” de los criollos ilustrados es una buena idea de sus panegiristas, aunque no se sostiene en documentos de la época que sí mencionan con frecuencia manifestaciones de descontento en proclamas, pasquines, cédulas y otros papeles esparcidos por la ciudad; conjuras como las de Valladolid y tertulias, como las de José Luis Rodríguez Alconedo, “partidario de la independencia del reino”, y las celebradas en la residencia del marqués de San Juan de Rayas, miembro del Real Tribunal de Minería, a las que asistían quienes deseaban la independencia y quienes posteriormente, como los Guadalupes, eran “partidarios de la insurgencia” y funcionarían como una “organización revolucionaria”, como muy bien lo explica la maestra Virginia Guedea en su extraordinario ensayo En busca de un gobierno alterno: los Guadalupes de México, en coincidencia con el maestro Ernesto de la Torre Villar.3

Esto, a pesar de que, quienes buscaron el home rule inicialmente, después de diez años de lucha intensa, “optaron al fin por la independencia como el único camino para lograr el autogobierno”. “Esa transformación”, aclara, fue consecuencia de una “evolución y no de una revolución”. Sin embargo, hubo quienes desde el principio, y no “al fin”, sabían que la independencia era el único camino para el autogobierno.

Como se advierte, revolucionarios y contrarrevolucionarios se adjudicaban el triunfo de la revolución de independencia en 1821. ¿Sería acaso que quienes buscaban la independencia de México lo hacían de acuerdo con sus intereses particulares o los de grupos de presión y de poder que representaban, mismos que no necesariamente representaban los intereses de la nación?

Cuando Iturrigaray consideró que España vivía una situación anárquica y que a ninguna de las llamadas “juntas supremas se debía obedecer”, los gachupines concluyeron que el aparente apoyo que el virrey otorgaba a los autonomistas americanos amenazaba su posición en el virreinato. Y, sobre el mismo tema, la maestra Guedea concluye que los españoles “no estaban dispuestos a permitir que la elite americana cumpliera su deseo de autogobierno”; “de autodeterminarse, de gobernarse por sí mismos”, diría el maestro Ernesto de la Torre Villar.

El grupo español de la Nueva España, por su parte, sólo cumplía una consigna de Manuel Godoy: nombrar a funcionarios “refractarios a todo cambio”. Para probarlo “los conspiradores [españoles] arrestaron, exiliaron o sacrificaron a los dirigentes del movimiento a favor de la autonomía, o de la independencia [criollos]”, aunque exceptuaran al oidor Jacobo Villaurrutia.

Estamos, en principio, frente a dos “movimientos autonomistas” a favor de las instituciones gobernadas por Fernando VII. Uno, encabezado por la Audiencia, manejada por los oidores Guillermo de Aguirre y Miguel Bataller (el poder real), que favorecían el statu quo, las instituciones sin cambio alguno; y otro, por los líderes del Ayuntamiento de la ciudad de México: Primo de Verdad, Francisco Azcárate, Melchor de Talamantes (el poder de la representación popular), que proponían cambios institucionales. Los argumentos jurídicos del síndico Primo de Verdad eran incuestionables, “prudentes y juiciosas”, según los representantes del Real Acuerdo. Éstos, los oidores, se abrazaban a la fuerza del poder real y, el otro, el síndico, esgrimía el poder de la razón histórica y jurídica.

Tal vez sea útil recordar que en los intercambios orales y escritos de ambos grupos se utilizaba con frecuencia un doble lenguaje.

Y era explicable que, por razones políticas, los partidos contendientes estuvieran obligados a expresar su “obediencia” al rey. Lo contrario era políticamente incorrecto. También lo era que, como acostumbran decir los filósofos del pueblo en la Nueva España, en esa época, “unos eran considerados más iguales que otros”.

En estas circunstancias, ¿cómo considerar la respuesta de la Audiencia al discurso “prudente y juicioso” de Primo de Verdad y cómo interpretar los términos de la abdicación de Carlos IV “resuelto a ceder […] todos sus derechos al trono de España y de las Indias” a Napoleón cuando “su vida no había tenido otra mira que la felicidad de sus vasallos”?

¿Deseaban los miembros de la oligarquía novohispana la autonomía política o la autonomía económica, o luchaban simplemente por la autonomía sin adjetivos para ejercer el poder a su antojo?

La interpretación académica puede ser impecable. Sin embargo, los entretelones de la realidad política y administrativa de la “nueva nación” señalan una interpretación distinta. La elite española no creía en las mejores intenciones de los criollos. Estaban convencidos que “su propósito era lograr la independencia y no la autonomía”, y subyacía un profundo temor ante la posibilidad de que se iniciaran los movimientos independentistas. Fray Melchor de Talamantes, en sus Advertencias reservadas, consideraba que la asamblea, o el congreso propuesto, llevaran “en sí mismo las semillas de esa independencia sólida, durable […] el primer paso hacia la independencia”. O, como lo preveía el inquisidor Prado y Obejero, sería el triunfo de la posición criolla el de igualar este reino y sus derechos con el de la metrópoli. De acuerdo con Luis Villoro, “sería el primer paso para avanzar otro y otro hasta la absoluta independencia”, o la “no dependencia” como la llamaba don Daniel Cosío Villegas, según nos recuerda Enrique González Pedrero.

El mismo virrey Iturrigaray asegura en diversos documentos que en esa época ya se hablaba de independencia y aun de república. Don Joaquín Pérez de Arceo enviaba misivas solidarizándose con la posición del Ayuntamiento al afirmar sin ambages: “Lo que nos conviene es la independencia”. Y Allende le escribía a Hidalgo que, de acuerdo con don Pedro Setién, alférez real, era necesario “hacerles creer a los indígenas que el levantamiento se lleva a cabo únicamente para favorecer al rey”. Don Silvio Zavala anota que los insurgentes reconocían a Fernando VII pero “en la conciencia de directores la obediencia era fingida”. Ninguna secta política desconocía la posibilidad real de que se lograra la independencia de la Nueva España.

En el bienio 1808-1810, que Manuel Chust califica de “gatopardescos”, las tensiones y enfrentamientos entre absolutistas (autonomistas de la elite europea) y los autonomistas (criollos), subieron de tono hasta convertirse en “cruciales” para explicar el nacimiento del México independiente, como bien lo explica Alicia Hernández.

La debilidad de la corona, la ausencia del rey, el encarcelamiento del virrey, el rechazo a la posición institucional y legal de los criollos, así como la persecución de que fueron objeto después del golpe de Estado de 1808, señalaron que la vía pacífica no era el mejor camino para resolver los problemas políticos de la Nueva España. El camino era la revolución.

El tema de la independencia se había discutido, con mucha frecuencia desde 1804 en tertulias literarias, sociedades económicas y científicas, pasquines, folletos, billetes, panfletos, proclamas protestas y pintas en contra de los peninsulares que incluían, entre otras, expresiones como: “Libertad, cobardes criollos”, “Viva la religión y la independencia”, “Abre los ojos mexicano/[…] si ahora no sacudís el yugo hispano/miserable seréis sin duda alguna”.

La frustración de los criollos, la persecución contra algunos de los líderes y la decepción de la población condujeron a la organización de varias conspiraciones en diversas capitales de provincia. Las más destacadas fueron las de Valladolid de Michoacán, extendidas a Pátzcuaro, Uruapan y Zitácuaro, Guadalajara, Oaxaca, San Miguel de Allende y Querétaro, cuyo propósito original consistía en recuperar el “gobierno legítimo”. Mismo que propiciaría, en principio, el autogobierno de representación plural, como el encabezado en 1808, por el Ayuntamiento de la ciudad de México, apoyado por los principales cabildos de la Nueva España.

Los “ligados íntimamente” a la conspiración de Valladolid incluían a José María García Obeso, capitán del Regimiento de Milicianos de Valladolid; fray Vicente Santa María, “que era muy exaltado” y “se explicó fuertemente sobre la independencia”; el cura Manuel Ruiz de Chávez; el comandante Mariano Quevedo; los licenciados José Nicolás Michelena y Soto Saldaña, y Mariano Michelena. Quienes habían establecido contacto con los conspiradores de Querétaro: don Miguel Domínguez y doña Josefa Ortiz, Miguel Allende, y con Luis Correa, José María Abarca. Los conspiradores de Valladolid fueron traicionados y denunciados; algunos encarcelados y otros exilados. Los de Querétaro, al ser descubiertos, optaron por la lucha abierta a favor de la independencia.

El grito de Dolores se convirtió en la síntesis de las ideas de los conspiradores, dio inicio a la revolución de independencia, recogió los agravios y definió el rumbo de la “nueva nación”. Hidalgo se inició con proyectos similares a los defendidos por el Ayuntamiento con Primo de Verdad a la cabeza. Proponía suprimir las castas, eliminar los tributos, decretar la confiscación de bienes de europeos, restituir tierras a los indígenas y abolir la esclavitud. Con su grupo, la lucha adquirió rumbo y dio origen al nacimiento de la primera revolución popular de Hispanoamérica. Esta definición ocasionó la división entre algunos de los criollos acaudalados quienes, por el momento, se unieron a la causa de los europeos.

José María Morelos de manera inequívoca sintetiza en sus Sentimientos de la Nación los ideales de los miembros del Ayuntamiento de México, de los conspiradores de Valladolid y de Querétaro, de Hidalgo y de los iniciadores de la independencia: se trata de un nuevo planteamiento político, sin antecedentes en la Nueva España, que se inicia desconociendo a la monarquía y, lejos de fundamentar la independencia en las antiguas leyes del reino, “la levantó sobre la noción de la soberanía popular”.4 No había duda, a partir de ese momento estaban convencidos de que “la América es libre e independiente de España y de toda otra nación”. Los autonomistas, por su parte, pronto descubrirían que Fernando VII no aceptaría instituciones de representación ajenas al sistema de privilegios que le daban sustento al absolutismo del antiguo régimen.

Este libro se basó fundamentalmente en las fuentes utilizadas por el autor en la primera edición. Se revisó nuevamente la obra de los grandes historiadores mexicanos del siglo XIX: Lorenzo de Zavala, José María Luis Mora, Carlos María Bustamante, Lucas Alamán, José María Tornel y Mendívil, Niceto de Zamacois, Francisco de Paula y Arrangois y México a través de los siglos. Sin embargo, gran parte de las novedades de esta edición son el resultado de la consulta detallada de las principales obras publicadas en los últimos cuarenta años. Muchas basadas en fuentes primarias. A los excelentes trabajos publicados por El Colegio de México y el Instituto de Investigaciones Históricas de la Universidad Nacional Autónoma de México se han sumado la frescura de los elaborados por El Colegio de Michoacán, el Instituto de Investigaciones Doctor José María Luis Mora y el Fideicomiso Historia de las Américas. Su abundancia y calidad han propiciado la elaboración de notables estudios de México y de la independencia.

Para la primera parte del libro, que comprende desde los antecedentes de la independencia hasta el triunfo del proyecto contrarrevolucionario de Agustín de Iturbide, fue de gran utilidad la Historia general de México, elaborada por un grupo representativo de los mejores historiadores del país.5 No menos importantes son los de Silvio Zavala, Ernesto de la Torre Villar, Josefina Zoraida Vázquez, Alicia Hernández, Timothy Anna, Jan Bazant y Miguel León-Portilla, entre otros.6

Sobre la independencia destacan en primer lugar las brillantes investigaciones elaboradas y coordinadas por Jaime Rodríguez, Virginia Guedea y Alicia Hernández así como las obras de Brian R. Hamnett, John Lynch, Guadalupe Jiménez Codinach y Hugh Hamill.7

Para estudiar el impacto del sistema de intendencias y de las reformas borbónicas en los territorios americanos, de la modernidad en la política novohispana e imperial, así como para el complejo asunto de las Cortes y de la representatividad política han sido de gran ayuda los trabajos de Horst Pietchmann, François-Xavier Guerra, Roberto Breña, Rafael Estrada Michel, José Antonio Serrano Ortega, Manuel Chust, el capítulo que escribió Enrique Florescano para la Historia general de México, ya mencionada, y el clásico legado de la maestra Nettie Lee Benson.8

La participación popular en la lucha armada y sus motivos han sido bien estudiados por Eric Van Young, Peter Guardino y Ana Carolina Ibarra,9 mientras que el periodo del Imperio de Iturbide, la época menos estudiada del México independiente, ha sido trabajado con empeño por Timothy Anna (además de William S. Robertson) y más recientemente por Alfredo Ávila.10

El apartado de población y sociedad se enriqueció mucho con los acuciosos y penetrantes trabajos de Manuel Miño Grijalva, Linda Newson, Juan Carlos Garavaglia, Moisés González Navarro, Harold D. Sims y los ya clásicos de William B. Taylor y Doris Ladd.11

Para los asuntos militares tres autores, entre un buen número, nos siguen orientando y enseñando: el alemán Günter Kahle, el canadiense Christon I. Archer y el mexicano Juan Ortiz Escamilla.12

Entre los trabajos que han ampliado y enriquecido nuestro conocimiento en diversas cuestiones económicas destacan las obras de Masae Sugawara La deuda pública de España y la economía novohispana, 1808-1809, y de Gisela von Wobeser, especialmente Dominación colonial: la Consolidación de Vales Reales, 1804-1812, así como los de María del Pilar Martínez, Carlos Marichal, David Brading, John Coastworth, Herbert S. Klein, Michael P. Costeloe, John Tutino y los clásicos de Enrique Florescano.13

Para la segunda parte del libro que comprende desde el inicio de la vida independiente hasta la derrota del Segundo Imperio fueron muy útiles los trabajos de Michael P. Costeloe sobre la primera república federal y la república central fueron de gran ayuda para descifrar el complejo ambiente político del momento así como la obra colectiva coordinada por Josefina Zoraida Vázquez sobre el establecimiento del federalismo en México. Las infaltables obras de Charles Hale y Jesús Reyes Heroles sobre el liberalismo siguen siendo de las mejores aportaciones para la comprensión de esa filosofía política y su aplicación en el México decimonónico. Sobre la compleja carrera político-militar de Antonio López de Santa Anna debe destacarse el monumental esfuerzo de Enrique González Pedrero, mientras que para el periodo que va entre la invasión estadunidense y la Revolución de Ayutla es de destacar la obra de Moisés González Navarro.14

Un trabajo novedoso sobre el difícil siglo XIX mexicano es la célebre obra Ciudadanos imaginarios de Fernando Escalante Gonzalbo. Para el tema de la invasión estadunidense, los trabajos coordinados por Josefina Zoraida Vázquez son muy ilustrativos de la situación que prevalecía en el país al momento de la invasión. Para el periodo de Juárez y el grupo liberal que promulgó la Constitución de 1857 y los conflictos Iglesia-Estado existe una bibliografía abundante y vasta, destacando las aportaciones de Daniel Cosío Villegas, Luis González y González, Ralph Roeder, Jan Bazant, Lilia Díaz, así como la obra colectiva La economía mexicana en la época de Juárez, publicada por la Secretaría de Industria y Comercio en 1972. Esta abundante bibliografía se une a los clásicos trabajos de Miguel Galindo y Galindo, Guillermo Prieto, Francisco Zarco, Justo Sierra, Andrés Molina Enríquez, Ignacio Manuel Altamirano, Rafael de Zayas Enríquez y Victoriano Salado Álvarez.15

Por último, quien más tiempo le ha dedicado al Segundo Imperio en los últimos años ha sido Érika Pani, cuyo trabajo ha sido muy revelador para no olvidar las raíces mexicanas del fallido proyecto imperial y se une a los aportes de A. Belenki y Martín Quirarte.16

Sin duda, todos los autores antes mencionados permitieron que mi labor reflexiva fuera más fructífera pero, sobre todo, permitieron que este esfuerzo se enriqueciera notablemente con el fruto aportado por ellos en las últimas décadas. Mi agradecimiento a todos. A pesar del esfuerzo aún sobreviven serias lagunas en la investigación de este periodo.

También quisiera agradecer a Alberto Barrera su invaluable colaboración, sus conocimientos y su apoyo en el proceso de investigación. Y junto con él a Berenisse Leal y Alejandra León que contribuyeron en la localización de fuentes y en la elaboración de cuadros y estadísticas. Aldo Flores Quiroga alentó el trabajo desde el principio y ofreció comentarios útiles durante su elaboración. Y, finalmente, a mi amigo Jaime E. Rodríguez O., quien despertara la curiosidad del autor por retransitar el camino que señalara nuestra maestra Nettie Lee Benson hace sólo cuarenta años. A todos mi más profundo agradecimiento.

Romeo Flores Caballero
Monterrey, Nuevo León, 2009
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Los mexicanos celebramos doscientos años de lucha por cumplir los principios básicos de nuestro sistema político que se iniciara en la primera década del siglo XIX. Dos siglos de una tarea inacabada, surgida de ideas fraguadas aproximadamente entre 1750 y 1860. Una época, un siglo o una edad que se identifica con las luces, la razón, las revoluciones o simplemente con la revolución de las ideas. Las mismas que abrieron el camino para los sistemas políticos modernos.

Dos siglos de aniversarios y acciones contrastantes. Uno, en España, la lucha del pueblo organizado en asambleas y juntas para lograr su independencia frente a la invasión francesa en 1808, que inauguraba la incorporación de España a la modernidad. Y otro en la Nueva España, contra el pueblo congregado para defender el orden institucional. Un golpe de Estado encabezado por la elite española, en contra del virrey José de Iturrigaray, para evitar primero y reprimir después los deseos de liberación nacional. Éste, el primero del siglo XIX, retrasó la incorporación de México a la modernidad.

El primero estimuló la proliferación de asambleas y juntas como súbditos de la corona española. Concluyó seis años después con la expulsión de los franceses y el nacimiento de la España moderna y de sus instituciones democráticas. El segundo reprimió los intentos democráticos del Ayuntamiento de la ciudad de México y de los súbditos de la corona para organizar juntas similares a las de España en defensa de las instituciones. Represión que confirmó a los criollos novohispanos el desigual reparto del poder. Desigualdad que alentaría las aspiraciones de los mexicanos en su lucha por lograr la independencia.

Ambos movimientos, el de España y el de la Nueva España, fueron contrastantes. Allá fue un movimiento popular; aquí, uno elitista. El primero afianzaba la democracia y definía la soberanía en el pueblo. El segundo cancelaba la organización popular con el objeto de preservar los privilegios de la minoría económica, comercial, clerical y administrativa del virreinato.

La reacción de los españoles se enmarcaba en la desesperación. La falta de liderazgo de la monarquía se explica entre muchas causas por sus constantes fracasos en política exterior, especialmente a partir de 1793 con sus relaciones exteriores y la guerra con Francia. La firma de la Paz de Basilea en 1795 consolidó la alianza entre las dos naciones. Y en 1800, en el momento en que España sellaba la amistad con Francia, en el Tratado de San Ildefonso, empezaba la enemistad de Inglaterra.

Dos años después, con la Paz de Amiens, España resolvería parte de sus problemas financieros con Francia, Inglaterra y Holanda. Sin embargo, mucho le afectaría la rivalidad entre Inglaterra y Francia que subían de tono en la medida que crecían las ambiciones napoleónicas por dominar Europa. Más aún porque, para 1803, España se había convertido en un Estado tributario de Francia. Y en 1808, con la Constitución de Bayona, que intentó legitimar la invasión francesa de España y la coronación de José Bonaparte como rey.

En la Nueva España, el movimiento armado que conduciría a la independencia política de México se explica, por una parte, en la inestabilidad de la monarquía y la inseguridad que ofrecía a los novohispanos por las constantes crisis económicas y las demandas de envío de fondos para resolver sus conflictos europeos. Quienes defendían el statu quo estaban conscientes de la debilidad económica de España y de su dependencia en las colonias. “Las Indias y España —decía Montesquieu— son dos potencias bajo un mismo dueño; pero las Indias son la principal. España no es sino accesoria.”1 En este caso, la constante sería que, tanto en 1808 como en 2008, la prosperidad de España dependía, o podría depender, de su relación económica con América Latina.

En esas circunstancias, España lejos de garantizar la unidad y la seguridad, dividía a los miembros de la clase dominante de su colonia. La otra parte se explica por la desigualdad social y la maduración de las ideas de la Ilustración en el periodo comprendido entre 1750 y 1808. En él, que incluía la “primavera de los pueblos” de 1789,2 se fraguó la ideología que desencadenaría un cambio radical en la geografía política de la América española.

Aunque los desenlaces hayan sido distintos, los principios de la Ilustración y del liberalismo habían echado sus raíces en la estructura política y social novohispana. Después de trescientos años de relación imperial uno, y colonial el otro, fue traumático asimilar y llevar a la práctica la revolución de las ideas. Sorprende, sin embargo el desconocimiento que tenían de América los hombres más cultos e informados de la época, incluyendo a Humboldt que escasamente conocía las cadenas montañosas de la Nueva España y que, siendo el comercio colonial y la riqueza de la Colonia una de las principales fuentes de financiamiento de la monarquía, poco se conocieran entre sí. Las referencias entre ellos eran de carácter contextual, y “sin verdadera importancia explicativa”, como dice François-Xavier Guerra.3

Los grupos de presión y de poder, por su parte, hacían malabares para adoptar o adaptarse a las nuevas ideas de acuerdo con sus intereses particulares. Para algunos, España no llegó a conocer el “espíritu ilustrado” por no haber vivido la crisis religiosa como otros países. Otros, por el contrario, encontraban sus orígenes en los que se identificó como el despotismo ilustrado. Y hubo algunos para quienes resultaba difícil encontrar en España la relación entre Ilustración y el liberalismo.

En la Nueva España hubo quienes dudaban que existiera la “Ilustración americana” propiamente dicha y otros la consideraban “tímida” por no incitar a la violencia.4 La confrontación de estas diferencias se dio con los debates para la aprobación de la Constitución de 1812 cuyos opositores expresaron su resistencia al cambio en el Manifiesto de los Persas.5

¿Cómo podría lograrse la mutación ideológica de los actores de la independencia? ¿Cómo conciliar las ideas de la escolástica frente a los derechos natural y divino, el jusnaturalismo, el racionalismo, el liberalismo y el nacionalismo criollo y español antes y después de 1810? ¿Cómo instrumentar las indefinidas propuestas de autonomía e independencia frente al absolutismo radical, el despotismo ilustrado y la creación de una república con sus difíciles calificativos de federal o central, según fueran modelos estadunidense o francés? ¿Cómo conciliar los radicalismos frente al complicado andamiaje jurídico y los intereses creados, el nacionalismo criollo con el español, los separatistas y los pactistas, el mercantilismo y la fisiocracia, la insurgencia y la contrainsurgencia, la revolución y la contrarrevolución?

Y ¿cómo superar, ajustar o implantar gobiernos laicos o teocráticos, republicanos o monárquicos y, dentro de ellos, el sistema de libertades y el control de Estado? ¿Cómo superar las contradicciones sociales de clase, de raza, esclavitud e igualdad jurídica, las de tradición y modernidad, propiedad individual y colectiva, seguridad económica y seguridad jurídica en los procesos por la autonomía o la independencia?

¿Cuál sería la posición adecuada de los autonomistas y los independentistas frente a los amantes del progreso y del retroceso, los partidarios del cambio y los del statu quo? ¿Cómo resolver las enormes desigualdades sociales y económicas y al mismo tiempo ajustar la defensa de los intereses individuales frente a los de la patria americana o española? Y ¿cómo enfrentar la reforma estructural frente a las ambiciones de reducidos grupos de presión y de poder con los miembros de una clase media ilustrada que exigía participar en el gobierno de la más importante colonia de España?

Era la época de las ideas, reformas, propuestas y cambios estructurales; de grandes pensadores, de estadistas y líderes visionarios. El momento preciso en que la sociedad occidental cuestionaba al Antiguo Régimen para abrir paso a la modernidad.

Un periodo cuyos puntos de inflexión se identifican con las reformas administrativas de los borbones; con la revolución de independencia de Estados Unidos; la Revolución industrial y la Revolución francesa. Una época en que cambió el mapa de América y que intentó rediseñar el mapa de Europa. Un tiempo que estableció la globalización de las ideas que condujeron a las reformas del pensamiento económico, político y social del mundo.

En este escenario también se cuestionaría el origen del poder: divino para unos; terrenal para otros. De un lado los nobles, la gente de razón, el incipiente grupo industrial, los hacendados, mineros, grandes comerciantes, los prelados de la Iglesia y el ejército. Del otro, los ilustrados, la clase media emergente, los administradores públicos, los pequeños comerciantes, la burocracia, los escribanos, abogados, el clero medio y bajo, miembros del magisterio, los curatos de segundo orden, los puestos administrativos de provincia y lo que se identifica como clases populares.

Así se daba la colisión entre los defensores del sistema de fueros, que habían pasado de los clérigos a los militares y de éstos a los comerciantes, con los promotores del cambio. Los partidarios del progreso con los defensores del statu quo; o quienes luchaban por regímenes de progreso en oposición a los regímenes del retroceso, como entonces se les identificaba. Unos, los conservadores, dirigidos por los miembros de la Real Audiencia, y otros, los liberales encabezados por el Ayuntamiento de la ciudad de México.

Los precursores de la independencia de México: Miguel Hidalgo y Costilla (1753-1811), Ignacio Allende (1769-1811), José María Morelos y Pavón (1765-1815), Francisco Primo de Verdad (1760-1808), Francisco de Azcárate (1767-1831), Jacobo Villaurrutia (1757-1833),
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Carlos María Bustamente (1774-1848), José María Luis Mora (1794-1850), Lorenzo de Zavala (1788-1836), Miguel Ramos Arizpe (1775-1843), Servando Teresa de Mier (1765-1727), Crescencio Rejón (1799-1849), Andrés Quintana Roo (1787-1851), Fausto Elhúyar (1755-1833) y Andrés Manuel del Río (1764-1849), entre otros, estaban familiarizados con los dilemas que enfrentaba la sociedad novohispana y con las ideas de la Ilustración. Habían dejado innumerables testimonios de sus posiciones en investigaciones, libros, ensayos, periódicos y panfletos que registran su pensamiento y las características de su lucha.

Igual de informados estaban los partidarios de separarse de España, los que se oponían a la independencia o quienes tenían sus intereses ligados a la corona y comprometidos con las autoridades virreinales o se pronunciaban en contra de las ideas modernas e ilustradas: Manuel Abad y Queipo (1757-1825), Juan López de Cancelada, Bernardo Prado y Ovejero, Gabriel de Yermo, Francisco Chávarri, el conde de Basoco, Lorenzo González de Noriega, Francisco Cortina González, Antonio Joaquín Pérez (1763-1829), Matías Monteagudo y el regente de la Audiencia de la ciudad de México, Miguel Bataller, y Lucas Alamán (1792-1853), que podía ser conservador en la política y liberal en la economía, para citar algunos de los pocos que se animaron a hacer pública su participación.

Ambos grupos conocían las principales obras de los ilustrados y científicos afamados de su época, entre ellos: los descubrimientos de Galileo Galilei (1564-1642) y de Isaac Newton (1643-1727), así como su influencia en las ideas de los enciclopedistas franceses. Identificaban las propuestas borbónicas del diplomático conde de Aranda (1718-1798), elogiado por Voltaire, que basaba su programa de reformas en la Ilustración, y que encabezara, después del motín de Esquilache, la expulsión de los jesuitas, en febrero de 1767, y la eliminación de los fueros privados de los eclesiásticos.

Mención especial merecen los trabajos revitalizadores de Francisco Suárez (1548-1617), “el más moderno de los escolásticos”, el Doctor Eximius et Pius, quien afirmaba que el poder era otorgado por Dios a toda la comunidad política y no solamente a una persona, por lo que hay quienes consideran que en su obra se encuentra el fundamento de las democracias. Su obra representaría el principal arsenal teórico para los representantes de los territorios americanos de la corona española quienes recurrirían a él para explicar la igualdad de derechos de los virreinatos americanos con las provincias peninsulares.

Los precursores de la independencia de la Nueva España también bebieron de la influencia del dominico Francisco de Vitoria, inspirador de la escuela de Salamanca, quien consideraba que el orden natural tenía como base la libertad de bienes personas e ideas, y de las doctrinas del “jusnaturalismo nacionalista” con sus normas o principios “universales e inmutables” identificados en el derecho natural que, como saben sus seguidores, es otorgado por Dios o la Naturaleza.

Conocían, además, las ideas de los principales miembros del despotismo ilustrado que incorporaban e instrumentaban las reformas borbónicas para afianzar la dominación colonial, o los “dominios territorios de ultramar”, como acostumbraba decir la clase gobernante. Estas reformas eran, en realidad, una especie de revolución del gobierno en la administración, la política y la economía nacida del Nuevo sistema de gobierno económico para la América de José del Campillo y Cossío, padre de las reformas borbónicas centralistas, recaudatorias y eficaces para el control de “los dominios de su majestad en ultramar”.

Este proceso era dirigido principalmente por los miembros del grupo político aragonés encabezado por Pedro Pablo Abarca de Bolea y Ximénez de Urrea, conde de Aranda, (1719-1798), secretario de Estado, presidente del Consejo Supremo de España, capitán general de Castilla la Nueva; Manuel Godoy (1767-1851) y José de Gálvez (1720-1787), quienes influidos por los enciclopedistas destacaban el papel del Estado en la organización centralizada del gobierno, en la sociedad y en la recaudación fiscal; de Gaspar Melchor de Jovellanos (1744-1811), consejero de Estado, liberal, miembro del espíritu reformador, que propuso una ley para la liberación de tierras e intentó disminuir la influencia de la Inquisición; de José Moriño, conde de Floridablanca (1728-1808), amigo de Jovellanos y Campomanes que fue secretario de Estado de Carlos III, adversario del conde de Aranda y creador de la Junta Suprema de Estado. Floridablanca influyó para que España interviniera en la guerra de independencia de Estados Unidos contra Inglaterra; de Pedro Rodríguez Campomanes (1723-1803), otro miembro del despotismo ilustrado que se opuso al monopolio gremial y favoreció la expulsión de los jesuitas, fue presidente del Consejo de Castilla y presidente de las Cortes en 1789.

También fue considerable la influencia del periodista, escritor, novelista y teólogo, José María Blanco Crespo, conocido como “Blanco White” (1755-1841), quien abandonó el sacerdocio para convertirse al anglicanismo. Blanco White era liberal moderado y, aunque favorecía a los revolucionarios de la independencia de Latinoamérica, se inclinaba más por la autonomía que por la independencia.

Padecieron la sustitución de la Iglesia, responsable de la conquista espiritual y del control pacífico de la sociedad, por el control violento del ejército al imponer los militares en la función pública: los cambios de religiosos por los militares. Especialmente influyente era la obra de los jesuitas novohispanos, Francisco Javier Alegre (1729-1788), Andrés Cavo (1739-1803) y Francisco Javier Clavijero (1731-1787) quienes, luego de su expulsión en 1767, se establecieron en Italia. Ellos contribuyeron al enriquecimiento y a la formación de una conciencia nacional al valorar y recuperar el pasado de los pueblos originales del actual México, así como la historia de los últimos siglos de la Nueva España. Destacaban, de esa manera, la diferencia entre americanos y peninsulares. La obra de Juan José Eguiara y Eguren (1696-1763), otro sabio novohispano del siglo XVIII, jugaría un papel importante en la formación de una identidad mexicana con su Bibliotheca mexicana, que respondía a las críticas europeas acerca de la inferioridad de los americanos. Para ello, Eguiara y Eguren dedicó años a reunir información de todos los autores destacados y todas las obras literarias escritas en la Nueva España.

Otra vertiente ideológica que influyó en los precursores de la independencia de México fue la obra de los pensadores estadunidense que participaron activamente en la independencia de su país. Los Founding Fathers: Thomas Jefferson (1743-1826), James Madison (1751-1836), John Adams (1735-1826), Benjamin Franklin (1706-1790) y George Washington (1732-1799). Los novohispanos estaban familiarizados con los “Federalist Papers”, una serie de 85 artículos o documentos escritos principalmente por James Madison, John Jay (1745-1829) y Alexander Hamilton (1755-1804) entre 1787 y 1788, que promovían las bases de la república federal, los principios de gobierno, la organización del congreso, la estructura electoral, así como los límites de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial. Sabían de su activismo político y su contribución a la redacción de la Declaración de Independencia.

Franklin, un genio: inventor, político, diplomático, promovió la abolición de la esclavitud. Jefferson, vicepresidente y presidente de Estados Unidos, fue el principal autor de la Declaración de Independencia y favorecía una democracia participativa, la separación de poderes y de la Iglesia y el Estado, la libertad de conciencia, expresión e imprenta y las garantías individuales. James Madison fue presidente y es considerado el “padre de la Constitución”, colaboró con George Washington en la formación del primer gobierno y contribuyo a la fundación del Partido Republicano. Thomas Paine (1737-1809), quien llegó de Inglaterra a Filadelfia para convertirse en periodista, autor de El sentido común y la Edad de la razón, un clásico del pensamiento anticlerical. Se convirtió en uno de los revolucionarios más importantes, se oponía a la esclavitud, al racismo y a la monarquía. Y Alexander Hamilton, adversario de Jefferson, y John Adams, quien creó el primer partido político de Estados Unidos, era proteccionista y fue el primer secretario de Hacienda y segundo presidente de Estados Unidos

También estaban familiarizados con las ideas de los filósofos (Philosophes), que promovían el liberalismo, el nacionalismo y los métodos de organización política. Era la época de los enciclopedistas encabezados por Charles de Secondat, barón de Montesquieu (1679-1755), François-Maria Arouet, más conocido como Voltaire (1694-1778), Jean-Jacques Rousseau (1712-1778), Denis Diderot (1713-1772), Anne Robert Jacques Turgot (1717-1781) y Georges Louis Leclerc, conde de Buffon (1707-1788). Sabían que estos filósofos de la Ilustración derivaban su pensamiento de los avances filosóficos del inglés Francis Bacon (1571-1626), del también francés René Descartes (1596-1650), de los ingleses John Locke (1632-1704) y David Hartley (1705-1757). Estaban familiarizados con la Fenomenología del espíritu de Georg Friedrich Wilhelm Hegel que inaugura el pensamiento moderno y quien establece el principio de que “todos somos hijos de nuestro tiempo” y sintetizara la disyuntiva social y política entre “la diosa de la razón y el Dios de la Iglesia”: el oscurantismo enfrentado a la ciencia y al conocimiento.

En materia económica conocían los principios de Jean Bodin (1530-1596), defendidos por los mercantilistas y apoyados en una ideología acuñada por Victor Riquetti, marqués de Mirabeau (1715-1789), que favorecían los monopolios así como la intervención y control del gobierno para desarrollar la riqueza nacional impulsando la exportación, adoptando medidas proteccionistas y estableciendo barreras arancelarias. El mercantilismo, que tenía las variantes española, inglesa y francesa, la primera con énfasis en los metales preciosos (bullonismo); la segunda, en el comercio exterior como fuente de riqueza, y la tercera, inclinada hacia la industrialización. Conocían la obra de los fisiócratas, quienes encabezados por François Quesnay (1694-1774), autor de Tableau economique, consideraban que la riqueza venía de la producción y el valor de la tierra.

Habían leído las ideas del economista escocés, Adam Smith (1723-1790), a través de su obra clásica La riqueza de las naciones (1776), donde establece la libertad y defensa del mercado y la competencia, sin la injerencia oficial como instrumento para la distribución de bienes y recursos regulados por una “mano invisible”, de Jean-Baptiste Say (1767-1832), que elaboró la teoría de la ley de los mercados, que se explica en buscar una situación de equilibrio con pleno empleo, que utilizaría John Myrdal Keynes dos siglos después. David Ricardo (1772-1823) que con su obra Principios de economía política estableciera su teoría del valor y de la distribución. Y Thomas Robert Malthus (1766-1834), discípulo de Adam Smith, considerado el padre de la demografía, quien en su Ensayo sobre el principio de la población establece que la población humana crece en progresión geométrica mientras que los medios de producción lo hacen en progresión aritmética.

También conocían a los mejores exponentes de las corrientes filosóficas de la época, de la cultura y de las artes plásticas. De hecho, la vida cultural y de entretenimiento de la Nueva España no se reducía a las peleas de gallos, a los juegos de naipes o a las tertulias. Había una elite intelectual y cultural considerable que gozaba de amplia cultura que, en cierta forma, reflejaba el impulso del Colegio de Nobles Artes de San Carlos, responsable de la formación de una buena parte de pintores, escultores, grabadores y arquitectos.

El sabio alemán, Alexander von Humboldt, dejó constancia de los avances científicos y médicos de la Nueva España al reconocer la labor trascendental que estaban desarrollando, a fines del siglo XVIII y principios del XIX, el Jardín Botánico y el Real Seminario de Minería, este último encargado de la formación de expertos en la explotación minera entre quienes destacaría Lucas Alamán, uno de los grandes historiadores del siglo XIX.

Tal vez, los artistas y pensadores novohispanos no estaban enterados de las escenas eróticas de Las cuatro estaciones del amor del pintor Jean Honoré de Fragonard (1732-1806), rechazadas por Madame du Barry (1743-1793), pero conocían el romanticismo inglés y el alemán, especialmente del llamado “primer romanticismo alemán”, representado por las obras de Johann Wolfgang von Goethe (1749-1832) y de Johann Gottfried Herder (1744-1803), así como los intentos del pintor de estilo neoclásico y activista político francés, Jacques-Louis David (1748-1825), quien afianzaba la pintura clásica en Francia con El juramento de los Horacios (1784).

Pronto conocieron la pintura del español Francisco de Goya y Lucientes (1746-1828), especialmente su vertiente de protesta social en la que plasmó, por encargo, los horrores de la guerra y en las que exhibió las atrocidades de la invasión napoleónica en España. De igual forma, las artes plásticas novohispanas se vieron enriquecidas gracias a la obra e influencia de grandes artistas como Miguel Cabrera (1695-1768) y José de Ibarra (1688-1756), considerados representantes o precursores del criollismo pictórico novohispano.

La influencia de Rubens dio paso al barroco salomónico, como lo identifica Jorge Alberto Manrique. Pintura que refleja a una sociedad “bonancible, sensiblemente aburguesada” en busca de afirmar su identidad al nacer el retrato de un género

No sería aventurado afirmar que también estaban familiarizados con la música de (Juan Crisóstomo Teófilo) Wolfgang Amadeus Mozart, (1756-1791), y que disfrutaban las primeras obras de Beethoven (1770-1827) en los albores del siglo XIX, quien, para 1805, había compuesto tres de sus nueve sinfonías, Heroica, entre ellas, en recuerdo de Napoleón Bonaparte y que incluía una marcha fúnebre, mismo que al enterarse de la muerte del emperador francés comentara: “Yo ya escribí música para este triste hecho” y que conocían o sabían de la importancia del clasicismo musical.

Las ideas de la Ilustración se centraban en la discusión del contrato social que, con frecuencia, se adaptaba a las diferentes corrientes del pensamiento en boga en las postrimerías del siglo XVIII. Sin embargo, para Europa y América significaba enfrentar un nuevo orden internacional, la aparición de un mercado mundial, el surgimiento de una clase media ambiciosa y la presencia de una nueva clase empresarial con visión global. Éstas demandaban nuevas definiciones sobre los orígenes de la soberanía, la nación, el poder y la igualdad y el ejercicio de la libertad individual, educación y sufragio universal, tolerancia religiosa, seguridad y protección bajo el rubro de derechos humanos, entre otros. Con ello cuestionaban las causas o el porqué un ciudadano se debería someter al Estado, a la ley o al monarca.

Los cambios de las ideas políticas señalaban las adecuaciones que deberían incluirse en la práctica política. Y las respuestas a estas interrogantes, por su parte, conducían a sentar las bases del desarrollo político del Estado moderno.

Los avances del pensamiento científico y tecnológico, especialmente los de Halley y Newton despejaban los misterios del universo y establecían las diferencias entre el orden divino y el orden natural. En adelante el hombre dejaba de ser cautivo de las fuerzas ajenas a la razón y a su comprensión. Así, la ciencia cuestionaba la alianza entre el altar y el trono y liberaba al ciudadano de las trampas del pensamiento religioso.

En el pensamiento de Hegel se establecía un enfrentamiento entre el poder de Dios y el poder de la razón. De allí en adelante surgieron como paradigmas el liberalismo y el Estado moderno, el conflicto entre el individualismo y lo que ahora se difunde como cohesión social: el derecho de propiedad, el racionalismo científico, lo que ahora se identifica como el mercado de capitales, los avances científicos y tecnológicos y los sistemas de comunicación y transporte que facilitarían el intercambio de mercancías y el consecuente ingreso per cápita de la población. Al mismo tiempo, de acuerdo con Adam Smith, la paz, el fácil sistema del pago de impuestos y una administración tolerable de la justicia serían, para muchos, las condicionantes para la prosperidad y la generación de la riqueza. En este proceso, el derecho individual habría de recorrer el camino de las demandas sociales: el liberalismo individual frente a la justicia social.

A partir de entonces se estableció el principio de la separación de la Iglesia del Estado, la supremacía del Estado laico, el imperio de la ley y se definirían los derechos civiles enmarcados en la libertad, la lucha por la independencia, los principios de igualdad, la representación democrática y las bases de las fuerzas del mercado, en un “dejar hacer y dejar pasar” indefinido del gobierno en las relaciones económicas locales e internacionales.

Sería justamente en este ambiente convulsivo e inquieto, en presencia de grandes transformaciones sociales, políticas y económicas del mundo, donde la Nueva España enfrentaría el dilema que representaba la desaparición del poder de los reyes borbónicos en España. Una situación que señalaba el transito a la independencia por la vía pacífica o la violenta. El contexto ideológico mundial les brindaría el arsenal de posibles acciones de cambio.




PRIMERA PARTE
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ANÓNIMO, Procesión del Santo Cristo (detalle)
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ANÓNIMO, El Parián, siglo XVIII








POBLACIÓN Y ESTRUCTURA SOCIAL
DE LA NUEVA ESPAÑA, 1790-1821


 






Es difícil llegar a establecer con la exactitud requerida la población europea1 que habitaba en México durante las primeras tres décadas del siglo XIX. Los estudios sobre este tema no han esclarecido las dudas existentes. Se hace necesario determinar la cantidad de españoles que vivían en México en este periodo por el lugar tan prominente que ocupaban en la sociedad, la economía y la política. Por ello, antes de evaluar su actuación y su influencia en el desarrollo de los acontecimientos de una etapa tan crítica de la historia de México, es necesario intentar un análisis de su número y de su posición en la sociedad hacia 1821.

La dificultad para determinar la población no es exclusiva para el caso de la española, sino para la población de la Nueva España en general. Al tener como casi única fuente la serie de bautizos, Manuel Miño Grijalva considera que toda estimación demográfica es meramente aproximada y estimativa.2

A pesar de ello, estudiosos de la demografía histórica como Woodrow Borah y Sherburne Cook, Nicolás Sánchez Albornoz, así como el mismo Miño Grijalva, coinciden en que en términos generales la población indígena, componente racial de mayor número de habitantes del virreinato, descendió sensiblemente luego de la violenta irrupción de los europeos. Sin embargo, a partir de la segunda mitad del siglo XVII inició su recuperación y con ella la de la población en general.3

Gracias al trabajo del antropólogo mexicano Gonzalo Aguirre Beltrán podemos asegurar que todos los grupos raciales muestran una tendencia ascendente, aunque menor entre los españoles europeos y entre la población de origen africano. De igual forma, se advierte un aumento en el mestizaje. Sin embargo, el grupo indígena siguió representando el grueso de la población entre 1793 y 1810, con un porcentaje que oscilaba entre 60 y 61% del total.4

La población total del virreinato de la Nueva España se calculó en 4,483,680 habitantes, según el censo ordenado en 1793 por Juan Vicente Güemes de Pacheco, segundo conde de Revillagigedo.5 Diez años más tarde, Alexander von Humboldt la estimaría en 5,764,731 habitantes.6 Cuando los españoles, encabezados por Gabriel de Yermo, encarcelaron al virrey José de Iturrigaray (1808), Humboldt tenía “por muy probable” que la población fuera superior a 6,500,000 habitantes.7

Para 1800, la Nueva España no sólo contaba con casi seis millones de habitantes sino que representaba el virreinato más poblado de los territorios ultramarinos de la corona española. Jaime Rodríguez lo aclara en la tabla siguiente:8


Tabla I. Población de los territorios de la corona española hacia 1800











	
	REGIÓN
	
	POBLACIÓN
	



	
	Nueva España
	
	5,900,000
	



	
	Filipinas
	
	1,000,000
	



	
	Guatemala (América Central)
	
	1,100,000
	



	
	Islas del Caribe
	
	550,000
	



	
	Nueva Granada
	
	1,000,000
	



	
	Venezuela
	
	500,000
	



	
	Quito
	
	700,000
	



	
	Charcas
	
	650,000
	



	
	Perú
	
	1,200,000
	



	
	Chile
	
	500,000
	



	
	Río de la Plata
	
	500,000
	



	
	Total
	
	13,600,000
	







Al estallar la guerra de independencia, Fernando Navarro y Noriega, en su Memoria sobre población, hacía un cálculo de 6,122,354 habitantes, esto es, 45% más que en 1793.9 Juan López Cancelada, en su Ruina de la Nueva España, nos dice que aunque la población no se sabía con exactitud, algunos padrones habían subido hasta 5,990,000 individuos y la “opinión general y más probable” daba un promedio de seis millones de habitantes.10

Si dividimos la población de acuerdo con su origen, europeos, criollos, indios y castas, nos encontramos con una porción española que Humboldt suponía era de 75,000; un millón de criollos; 2.3 millones de indios, y la misma cantidad aproximadamente de castas.11 Según cálculos de este mismo autor, la capital del virreinato albergaba a un poco más de 104,000 moradores. Entre ellos había 2,118 españoles y 217 españolas; 21,338 criollos y 29,033 criollas; 11,232 indios y 14,371 indias; 2,598 mulatos y 4,136 mulatas. El resto no calificado era de 7,832 hombres y 11,525 mujeres.12

Navarro y Noriega, quien a nuestro parecer realiza un análisis más cuidadoso, divide la población de 1810, tomando como base un total de 6,122,353 habitantes, de la siguiente manera: 107,928 españoles; 3,676,281 indios; 1,338,706 castas y 999,438 criollos.13 De tal manera que por cada 100 habitantes había 18 blancos —criollos y españoles—, 60 indios y 22 castas. Sin embargo, como apunta Miño Grijalva, tanto la estimación de Humboldt como la de Navarro y Noriega son exageradas, pues para 1810 difícilmente habría más de 15 mil españoles europeos en el virreinato de la Nueva España.14

Al iniciarse el primer gobierno independiente, Tadeo Ortiz de Ayala calculaba que la población de México ascendía a 9,940,000 habitantes, incluyendo la población de Guatemala que él mismo estimaba en un millón y medio.15

Es conveniente mencionar que toda estadística demográfica sobre este periodo es “burda y aproximada”, como apunta David Brading, pero lo importante es que “nos indica que ya para finales del siglo XVIII las regiones de la Nueva España habían adquirido ya características propias”.16 Esto es, que cada región adquirió desde este periodo su configuración étnica o social característica: el norte con mayor presencia española y criolla; el centro, con mayor mestizaje y el sur con presencia indígena principalmente.

Las cifras expresadas en los párrafos anteriores, a pesar de su indiscutible importancia, deben ser consideradas con reserva. Sus autores basaron los cálculos en el censo de Revillagigedo que, aunque fue uno de los mejores tomados en su época, adolecía de serias deficiencias. El presbítero José Antonio de Alzate, profundo conocedor del virreinato, fue su primer crítico. Lo calificó como una de las “producciones más infundadas que han salido de la prensa”, que incluía “varias noticias del todo opuestas a la realidad”, y que, en una palabra, “en vez de ser el de la población fue el de la confusión y algarabía”.17

Humboldt conoció las deficiencias del censo de Revillagigedo, y es posible que haya tomado en cuenta las observaciones de Alzate, pero sus cálculos también adolecieron de graves generalizaciones.18 El censo de Revillagigedo registraba 7,904 europeos.19 Humboldt por su parte, consideraba que vivían en la Nueva España 75,000 peninsulares.20

Navarro y Noriega, al dudar de los cálculos del sabio alemán, realizó un estudio minucioso del censo de Revillagigedo. Observó, como ya se ha anotado, que la población europea registrada era de 7,904. Posteriormente, tomando en cuenta la omisión de algunos padrones, así como la inmigración, consideró que en 1810 “no se contarían 15,000 europeos”.21

Humboldt cometió el error de apoyar sus cálculos en la proporción que guardaban los españoles en relación con los criollos en la ciudad de México. Proporción que no es general, puesto que en la capital se concentraba la mayor cantidad de españoles, como él mismo lo advierte.22

El Real Tribunal del Consulado de Minería también difería de las estimaciones de Humboldt. En uno de sus informes presentado al rey sobre la incapacidad de los habitantes de la Nueva España para nombrar representantes en las Cortes, declaraba que los “españoles europeos se hacían subir sin razón” a 75,000.23 Lucas Alamán, por su parte, consideraba “sumamente exagerada” la cifra de Humboldt.24 Por último el obispo Manuel Abad y Queipo llegó a calcular 200,000 europeos,25 mientras que Ortiz de Ayala estimaba 100,000.26

El autor de este estudio consultó las cifras de población de las ciudades de Guanajuato, Oaxaca, Orizaba y Jalapa, contenida en el censo de Revillagigedo, que se encuentra en el Ramo de Padrones del Archivo General de la Nación. En él se separan las familias españolas, castizas y mestizas de los indígenas y las castas, lo cual hace posible la localización de datos acerca de la población europea, ya que al analizar cada uno de los empadronados es posible enterarse del nombre, edad, lugar de procedencia, estado civil y ocupación de los principales miembros de cada una de las familias registradas. Vista la procedencia de cada uno de ellos, encontramos una diferencia entre los clasificados como españoles y los europeos. Los primeros eran los nacidos en la Colonia, y los segundos eran originarios de España o de otros países de Europa.

Es posible creer que esta sección del censo dedicada a las familias españolas castizas y mestizas, haya sido la mejor tomada puesto que identificaba a la parte más instruida de la población. Por ello se presenta con menor frecuencia uno de los errores señalados por Alzate, y corroborado por Ortiz de Ayala, en el sentido de que muchos de los individuos y familias se
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MIGUEL CABRERA, De español y de india, mestiza, 1763.



ocultaron, unos “llevados por cierto temor pánico” porque creían que el empadronamiento se dirigía a privarlos de sus hijos y enviarlos a poblar las costas del norte de California, y otros, persuadidos de que el objeto era obligarlos a ingresar en el ejército. Además


[…] el solo nombre de empadronamiento […] los llena de tanto horror, que las casadas se llaman viudas, las madres ocultan a sus hijos jóvenes, las hermanas a sus hermanos y aun familias andan peregrinando de casa en casa alejándose siempre de los sitios en donde están los comisionados empadronando.27



El resultado del estudio de las cifras de población de las cuatro ciudades mencionadas se expresa más adelante en las tablas II al V.

El análisis de estos cuatro centros de población, así como algunas observaciones realizadas en el censo general, hacen considerar más acertados los cálculos de Navarro y Noriega, que los de Humboldt. Victoria Lerner al analizar ambos censos considera algunos argumentos de Humboldt como “francamente dudosos”, Navarro y Noriega por su parte “es más confiable”.28 Sin embargo, las estimaciones sobre la edad de los españoles registrados en la tabla III; el hecho de que la inmigración española haya sido pequeña, o casi nula por el constante estado de guerra en que se encontraba España; la actitud de España al impedir la “voluntaria expatriación de sus súbditos”;29 y el alto número de europeos sacrificados durante los primeros años de la guerra de independencia, sugieren que el número de españoles calculados por Navarro y Noriega haya sido menor de 15,000. Esto es admisible, aun tomando en consideración que los españoles tenían un promedio de vida superior al del resto de la población debido a su mejor alimentación y, en general, a que gozaban de mejores condiciones de vida.


Tabla II. Resumen general de familias españolas, castizas y mestizas
 (población total y número de españoles)















	
	CIUDADES*
	
	FAMILIAS
	
	POBLACIÓN
	
	EUROPEOS
	



	
	Guanajuato
	
	8,129    
	
	28,963    
	
	254    
	



	
	Oaxac
	
	2,957    
	
	10,504    
	
	212    
	



	
	Orizaba
	
	1,896    
	
	8,360    
	
	120    
	



	
	Jalapa
	
	2,368    
	
	8,768    
	
	  97    
	



	
	Totales
	
	15,349    
	
	56,595    
	
	683    
	



	* Incluye haciendas y ranchos comarcanos. En el caso de Oaxaca incluye el poblado de Antequera.








Tabla III. Edades de los europeos residentes en Guanajuato, Oaxaca, Orizaba y Jalapa



















	
	EDADES
	
	GUANAJUATO
	
	OAXACA
	
	ORIZABA
	
	JALAPA
	
	TOTAL
	



	
	13-20
	
	25    
	
	20    
	
	5    
	
	4    
	
	54    
	



	
	21-30
	
	58    
	
	37    
	
	20    
	
	11    
	
	126    
	



	
	31-40
	
	52    
	
	53    
	
	30    
	
	20    
	
	155    
	



	
	41-50
	
	41    
	
	48    
	
	36    
	
	31    
	
	156    
	



	
	51 y más
	
	30    
	
	44    
	
	30    
	
	28    
	
	132    
	



	
	Totales
	
	206    
	
	202    
	
	121    
	
	94    
	
	623    
	








Tabla IV. Estado civil de la población europea residente en Guanajuato, Oaxaca, Orizaba y Jalapa



















	
	ESTADO CIVIL
	
	GUANAJUATO
	
	OAXACA
	
	ORIZABA
	
	JALAPA
	
	TOTAL
	



	
	Casados
	
	48a
	
	72b
	
	60c
	
	47d
	
	227
	



	
	Viudos
	
	9
	
	19
	
	5
	
	5
	
	38
	



	
	Solteros
	
	134
	
	101
	
	55
	
	45
	
	335
	



	
	Totales
	
	191
	
	192
	
	120
	
	97
	
	600
	



	a Todos casados con criollas.



	b Cuatro matrimonios entre europeos.



	c Dos europeas con criollos y dos entre europeos.



	d Dos europeos con mestizas y dos europeos con europeas.







En relación con el promedio de vida de la población en general, Humboldt calculó que, en 1793, en la ciudad de México, por cada 100 habitantes llegaban a vivir más de 50 años: 18 españoles, 8 criollos, 7 mulatos, 6 indios y 6 castas.30 Miguel María de Azcárate, por su parte, observa que de los 2,338 españoles que habitaban en la misma ciudad de México, 90% era mayor de 16 años. Había 415 cuyas edades fluctuaban entre los 16 y los 25 años; 779 oscilaban entre 25 y 40 años; 645 tenían entre 40 y 50 años, y 642 eran mayores de 50 años.31 La importancia de estas estimaciones radica en el hecho de que, al consumarse la independencia, la mayoría habría muerto.

Después de 1810, cualquier movimiento notorio de la población está relacionado con las vicisitudes de la guerra de independencia. Bajo estas circunstancias, se observa una emigración de españoles hacia fuera de los centros de combate y, en general, de la Nueva España. Ortiz de Ayala señalaba que en México no se había verificado otra emigración que la de los españoles y “que no pasaba año común [en que no salieran] de 800 a 1,000 hombres”.32 De la misma manera, en la inmigración hacia la Nueva España también predominan los españoles, especialmente militares. Éstos, según Lucas Alamán, ascendían, a fines de la Colonia, a 8,500 de los llamados expedicionarios.33


Tabla V. Ocupación de los europeos residentes en Guanajuato, Oaxaca, Orizaba y Jalapa



















	
	OCUPACIÓN
	
	GUANAJUATO
	
	OAXACA
	
	ORIZABA
	
	JALAPA
	
	TOTAL
	



	
	Comerciantes
	
	78
	
	83
	
	34
	
	43
	
	238
	



	
	Cajeros
	
	67
	
	41
	
	8
	
	10
	
	126
	



	
	Oficiales
	
	reales
	
	18
	
	28
	
	21
	
	10
	
	77
	



	
	Dueños de hacienda
	
	1a
	
	4
	
	6b
	
	3a
	
	14
	



	
	Ejército
	
	5
	
	9
	
	4
	
	5
	
	23
	



	
	Clérigos
	
	2
	
	1
	
	16
	
	1
	
	20
	



	
	Mineros
	
	51
	
	3
	
	-
	
	-
	
	54
	



	
	Otros
	
	14c
	
	6d
	
	16e
	
	12f
	
	48
	



	
	Totales
	
	236
	
	175
	
	105
	
	84
	
	600
	



	a Labradores.



	b Cuatro cosecheros de tabacos y dos labradores.



	c Siete vinateros; dos sirvientes; un peluquero; un sastre; un carnicero; un cirujano examinado y un dulcero.



	d Un arquitecto; un corredor; un carpintero; un estudiante; un tallador; y un administrador de rancho.



	e Cinco empleados de la factoría; dos operarios; cuatro empleados del trapiche; un maestro de escuela; un sirviente; un tintorero y dos inválidos sin empleo.



	f Tres vinateros; dos sastres; un peluquero; un maestro de escuela; un cirujano; un peluquero; un corredor y dos con “varios oficios”.



	Fuente: Archivo General de la Nación, Ramo de Padrones. Orizaba, vol. 19; Guanajuato, vols. 30, 31, 32, 33; Oaxaca, vol. 13; Jalapa, vol. 20.







Lo más probable es que la población española que vivía en México a principios de la independencia no sufriera un aumento fundamental. Por lo tanto, como ya hemos mencionado y como han corroborado estudiosos como Miño Grijalva, es posible creer que no haya sido superior a 15,000 y que, de ellos, la mitad fueran militares y aproximadamente 1,500 religiosos.

Un análisis somero de las condiciones sociales en que vivían los habitantes de la Nueva España nos muestra a este reducido grupo de españoles en la cúspide de la sociedad. Unidos a ellos, se encuentran los criollos acaudalados cuyas fortunas superaban a los ricos del continente.

Juntos integraban la elite socioeconómica que, a falta de una mejor definición, en los en términos de Asunción Lavrin, la formaban “familias con capacidad económica reconocida, con acceso a los altos puestos burocráticos civiles y eclesiásticos y a una educación superior, con propiedades urbanas y rurales, y con membresía en corporaciones de acceso limitado, como consulados, cofradías y colegiaturas”.34

Los españoles dominaban el comercio con el fuero inherente a su actividad mercantil y controlaban la administración para sus intereses y los del rey. Fortalecía su posición el hecho de que todos tenían fueros, menos los agricultores y algunos mineros. Sus intereses estaban ligados a la relación y dependencia con la metrópoli. Además, “gozaban de un prestigio social igual al de los hacendados. Esto era cierto especialmente con relación a los grandes importadores, los almaceneros de la ciudad de México, entre los que se hallaban algunos de los hombres más ricos de la Colonia. La riqueza proporcionaba posición y aceptación en la sociedad”.35

Los criollos, debido al carácter hereditario de sus posesiones, estaban ligados principalmente a la minería y a la agricultura. Ambos grupos integrantes de las elites novohispanas eran los directores de la economía, la sociedad y la política. Entre ellos se identificaba a la millonaria aristocracia novohispana, la más rica de América, colocada en la posición adecuada para la adquisición de títulos nobiliarios como los Fagoaga, marqués del Apartado y los marqueses de Jaral de Berrio. Doris Ladd destaca que, aunque no todos vivían en la opulencia, su inclusión en la nobleza estaba condicionada por su fortuna como condición sine qua non.36

De hecho, la sociedad novohispana era sensiblemente excluyente y discriminatoria. Las diferencias u oposiciones eran contundentes. David Brading nos recuerda las dos principales: las de carácter étnico o racial que diferenciaban entre “gente de razón” (comunidad hispánica) y los indígenas; o las de carácter social y económico que lo hacían entre “gente decente” (clases respetables o adineradas) y la plebe (populacho).37

Los españoles, en su mayoría inmigrantes nuevos, controlaban los principales puestos de la administración pública, la Iglesia, la magistratura y el ejército con todo y fueros. Fray Servando Teresa de Mier anota que en la administración pública eran españoles: el virrey y todos sus dependientes (con excepción de su secretario, que era criollo), el prior y cónsules; el asesor general del virreinato, el superintendente de la Casa de Moneda, el tesorero general de Alcabala, así como el administrador, el contador y el tesorero; el oficial mayor de la Aduana, el director de la Administración General del Tabaco, así como el tesorero y el oficial mayor; los oficiales de las cajas de la Tesorería General, el tesorero y el contador general de la Lotería, todos los intendentes, el director de Minería, los alcaldes ordinarios, el corregidor, el superintendente de la ciudad, el director de la Administración General de Correos, al apartador general de oro y plata, el secretario de la Universidad, “que es plaza perpetua y de muchos emolumentos”, los mayordomos del Hospital Real y el de San Andrés, “que son de mucha renta”, y el director del Anfiteatro de Anatomía.

En la Iglesia, ligada íntimamente a las elites locales, eran peninsulares el arzobispo, todos los obispos menos uno. Éstos eran las autoridades más importantes de la Colonia por su poder social, económico y político. También eran españoles los capellanes, los mayordomos de los más ricos conventos de monjas y sus familiares, sus secretarios, prosecretarios y oficiales mayores, los inquisidores con sus secretarios, el tesorero, el nuncio y el alcalde, el deán, el arcediano, el chantre, el tesorero y varios canónigos y prebendados de la capital. Los poblados pobres alejados de los centros de poder de la Iglesia eran servidos por curas pobres que, con frecuencia, vivían en “pública barraganía” con sus mujeres y sus hijos.

En la Magistratura eran europeos el regente de la Audiencia, la mayoría de los oidores, los alcaldes de las cortes, los tres fiscales, el provisor, el vicario general, el juez de testamentos y de obras pías y el juez privativo de la Acordada.

En el ejército, aunque se encontraban algunos oficiales criollos, eran españoles los coroneles de Guanajuato, Valladolid, Texas, Oaxaca, Puebla y sus “principales”; también el de Tlaxcala, el del comercio de México, el comandante del escuadrón de panaderos, el capitán general, el teniente general, todos los comandantes de las diez brigadas del reino, todos los coroneles y sargentos mayores de todos los regimientos, tanto veteranos como provinciales, el mayor de la plaza y el comandante de astilleros.38

Este acaparamiento de los principales puestos de la administración por españoles recién llegados no siempre había sido así. Los criollos habían podido ocupar diversos cargos ante la incapacidad de la corona de ejercer un control severo sobre tan lejanas posesiones.

A partir de los últimos veinticinco años del siglo XVIII, es decir, con las reformas administrativas introducidas por Carlos III, la corona se empeñó en “recuperar” sus posesiones americanas, en administrarlas eficientemente para extraer de ellas mayores beneficios. Esto se concretó con el desembarco en la América española de cientos de españoles enviados por la corona a ocupar los principales cargos, relegando a los criollos de estos sitios de honor. Este aspecto no fue exclusivo de la administración pública, sino también del ejército y de la jerarquía eclesiástica.

Además del acaparamiento y la corrupción, los diferentes virreinatos experimentaron el nepotismo de funcionarios españoles. El caso de la familia de José de Gálvez, el célebre introductor de las reformas administrativas de los virreinatos americanos, cuya influencia en España y sus colonias se mantuvo por veinticinco años, es un notorio ejemplo del nepotismo al que nos referimos. Mismo que acrecentó el descontento entre los criollos.

Inmediatamente después de la guerra, Gálvez preparó el campo para las reformas nombrando primero a su hermano y, al fallecer éste, a su hijo, para el cargo de virrey de Nueva España. Con los dos Gálvez y con la ejecución del sistema de intendentes en Nueva España, en 1787, se fortalecieron las reformas borbónicas. Sin embargo, al extinguirse la dinastía Gálvez con la muerte del hermano y del sobrino en el virreinato, y del propio ministro, se concentró de lleno en el programa reformista. Al mismo tiempo, y como consecuencia de las reformas, un grupo de nuevos funcionarios entró a ocupar puestos clave en el virreinato.

Este grupo representaba algo completamente nuevo en las provincias. En primer lugar, casi todos estaban vinculados por lazos familiares o amistosos con la familia Gálvez y, por tanto, con el reformismo radical. Los intendentes de Puebla y Valladolid —el último de los cuales fue después intendente de Guanajuato—, De Flon y Riaño, eran cuñados de Bernardo de Gálvez, el virrey, y habían luchado con éste en Florida. Sus mujeres eran hijas de un colono francés rico de Nueva Orleáns. El intendente de Yucatán, Lucas de Gálvez, era familiar directo del clan. El de Oaxaca, por su parte, provenía de Málaga, región de origen de los Gálvez, y el superintendente de México, Mangino, había colaborado con Gálvez durante su época de visitador y había ascendido en forma constante en la jerarquía administrativa del virreinato.39

El comercio estaba en manos de los peninsulares, aunque ya era notoria la participación de un buen número de extranjeros que mantenían sobre los comerciantes novohispanos un crédito de 20 millones de pesos con una ganancia de 15 a 20%.40 Además, como decía José María Quirós, el comercio con España no era de la magnitud que se creía, ni influía tanto en el “giro interior del reyno”.41 Los comerciantes españoles mantenían su situación privilegiada gracias al monopolio que disfrutaban los de la Península, dedicados al comercio de la Nueva España.

Los que no venían como empleados, ni estaban relacionados con los comerciantes de la Península, llegaban a la Nueva España muy jóvenes a comenzar su carrera en la Colonia bajo la ayuda de sus compatriotas dedicados al comercio de menudeo. Arribaban con la esperanza de enriquecerse fácilmente y regresar a España. Un buen número permanecía soltero.42 Los que se casaban, lo hacían con criollas, por la ausencia casi absoluta de españolas. Éstos, con el tiempo, acababan por perder sus vínculos con la metrópoli. Algunos de ellos se unieron en matrimonio con criollas acaudaladas, convirtiéndose de esta manera en administradores de la fortuna de sus mujeres.43

José Cuello destaca que, en el caso de Saltillo, a finales del periodo colonial, los inmigrantes españoles se casaban con frecuencia con miembros de la elite local, adquirían tierra y pasaban el resto de su vida viviendo en Saltillo. Y en el gobierno municipal, los agricultores criollos eran electos, con frecuencia, junto con un buen número de peninsulares, como alcaldes ordinarios, regidores honorarios, y procuradores generales.44

Félix María Calleja, antes de ser virrey, estratega militar y cruel represor de los insurgentes, se casó con una rica criolla de San Luis Potosí. Este caso es un claro ejemplo de aquellos españoles que llegaban a la Nueva España y se casaban con alguna criolla acaudalada, a la que ellos sometían a su voluntad, como ya se señaló. Como es de suponer, la importancia y la celebración del matrimonio estaban lejos de efectuarse por amor.

Para la elite novohispana e hispanoamericana en general, el matrimonio era una estrategia para afianzar las alianzas entre familias, ampliar y fortalecer los intereses económicos y, de ser necesario, incorporar miembros que no sólo estrecharan los vínculos sociales, sino también los políticos.45

La industria textil y la vinícola, las más importantes en el mercado interno al principio del siglo XIX, también estaban controladas por los españoles y dependían, en parte, sobre todo la primera, del capital de los comerciantes de la Península, algunos de los cuales al mismo tiempo eran dueños de las tierras de cultivo del algodón. Controlaban así la producción de sus aparceros y arrendatarios, como en el caso de los comerciantes de Puebla.46

La educación de los españoles era “muy frugal”, al decir de José María Luis Mora.47 Alamán consideraba que no era la “clase ilustrada”.48 Humboldt los veía sin “educación y sin cultivo intelectual”.49 Lorenzo de Zavala, por su parte, decía que la base de sus conocimientos se podía reducir al siguiente enunciado: “Al rey y a la Inquisición, chitón”.50

La población criolla era, al contrario de la española, la parte más ilustrada de la Colonia. Sin embargo, su educación estaba limitada a las únicas especialidades que prometían: la carrera de las leyes y la eclesiástica. Un buen número de ellos se incorporaron a las milicias con lo que obtenían fuero y prestigio en sus comunidades. Quienes no heredaron fortunas, ni eran ricos por sus propios méritos, ocupaban los puestos de segunda categoría en la administración civil y militar, así como los curatos de menor importancia ofrecidos por la Iglesia.

Los criollos, en general, poseían mayores riquezas, a pesar de las ventajas que disfrutaban los comerciantes españoles. Los capitales verdaderamente notables pertenecían a criollos. Éstos eran dueños de la minería, considerada entonces como la principal industria de la Colonia.51 La agricultura y la ganadería, que bien pueden estimarse como el verdadero sostén de la economía, por ser la principal fuente de trabajo para la mayoría de la población, también estaban
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en manos de mexicanos.52 López Cancelada, aunque exagera, hace subir el número de criollos dedicados a la agricultura a 35,000 “rancheros ricos”.53

Ortiz de Ayala consideraba que la explotación de la minería no influía en la “prosperidad real de la nación” y que, por lo contrario, era la agricultura “la base de una opulencia segura”. Humboldt, que al igual que Ortiz de Ayala llegó a conocer y se preocupó por la economía de la Nueva España, decía que “la verdadera prosperidad” del pueblo mexicano no dependía ni de las vicisitudes del comercio exterior, ni de la política inquieta de Europa, sino de la agricultura, que consideraba como “la primera fuente de vida nacional”.54 José María Quirós, secretario del Consulado de Veracruz, decía que no eran ni el comercio, ni el oro y la plata, los que constituían la verdadera riqueza y opulencia de la Nueva España, sino los productos de la agricultura que en tiempos de paz elevaban su valor a 227,500,000, muy superior al valor de la producción de metales que calculaban en 27,000,000.55
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Enrique Florescano documentó, desde hace buen tiempo, los ciclos y la importancia de la agricultura. Al hacerlo señalaba las consecuencias desastrosas de las crisis agrícolas que elevaban drásticamente los precios. Para los indígenas, las castas y los marginados, esto es, para la mayoría de los consumidores de la ciudad, la desigualdad estacional de los precios era una fatalidad “sin escapatoria posible”. Si a muchos de ellos la producción del pequeño pegujal les daba maíz para todo el año, la urgencia de satisfacer otras necesidades los empujaba a vender una parte en los días inmediatos a la cosecha. Lo que quedaba apenas alcanzaba para llegar a abril o mayo, meses en los que comenzaba la época de altos precios y en los que había que comprar el maíz para vivir. Para todo el “común” de la ciudad los bajos precios de noviembre-marzo eran un respiro; la segunda mitad del año, una pesadilla.56

Félix María Calleja, protestando contra las “falsedades, calumnias y errores” publicados en un escrito titulado El Supremo Congreso Mexicano a todas las Naciones, refutaba la creencia de que la riqueza estuviera en manos de los europeos. Consideraba que tal aseveración era una “mentira infame”. En la nobleza, el comercio y la agricultura, decía, había millares de opulentos americanos que habían tenido el carácter y el talento necesarios para formar sus propias fortunas, o mantener las que habían heredado.57

La oligarquía colonial criolla y española, aunque unida en ocasiones por intereses económicos, estaba dividida en lo político y en lo social. Los criollos, con más arraigo en la Colonia, con mayores contactos con la población, controlaban los ayuntamientos. Tenían su fuerza y su apoyo en la misma Colonia. Los españoles, por el carácter mismo de sus actividades, derivaban su apoyo y su fuerza de sus contactos extracontinentales. Carecían de apoyo popular, pero controlaban los consulados, que eran una de las instituciones más poderosas de la Colonia.

En estas circunstancias, no es de extrañarse que fueran los españoles y no los criollos los que acudieran con mayor celeridad a las frecuentes peticiones de ayuda requeridas por la metrópoli. Al principio, sus cuantiosas contribuciones fueron voluntarias. Después, al serles exigidas, sus reacciones serían diferentes; más aún cuando la corona, ignorante del estado real de la economía de la Nueva España, expidiera la Real Cédula de Consolidación de 1804, que afectaría su riqueza.

El equilibrio de estos dos grupos de poder se mantuvo mientras fue evidente la supremacía de la metrópoli sobre la Colonia. Sin embargo, los papeles habrían de cambiarse a principios del siglo XIX, al manifestarse claramente la debilidad económica de la corona, producto de las frecuentes guerras europeas en las que se vio involucrada y a la inestabilidad política en que cayó. Esta debilidad económica se hacía evidente en las constantes demandas de ayuda solicitadas por España para cumplir con sus compromisos europeos y mantener su prestigio y poder imperial.

Los criollos, más ricos e ilustrados que el resto de la población, conscientes de su relegación en la sociedad, esperarían el momento oportuno para sublevarse contra la administración española; unos conservadores, exigiendo una mayor autonomía para el manejo político de sus asuntos y, otros, más radicales, exigiendo la independencia definitiva. Junto con los mestizos, con quienes formaban la reducida clase media, se encargarían de propagar el concepto de nacionalidad. Ambos, mediante la crítica atroz contra los españoles, lograron despertar viejos agravios. Los criollos que no tenían lazos con la metrópoli preferían que se les llamara americanos y, después de 1780, según Humboldt, se les oía decir con orgullo: “Yo no soy español, soy americano”, palabras que, como el mismo sabio agrega, “descubren los síntomas de un antiguo resentimiento”.58
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Completan el cuadro social del periodo prerrevolucionario, la mayoría de los mestizos, los indios y las castas. Estos últimos rescataban los minerales y cultivaban los campos sin lograr salir de su clase miserable. Eran la fuerza de trabajo necesaria para que el virreinato, en su capa social superior, mantuviera inalterables su control y sus privilegios. Sin instrucción, viviendo en absoluta miseria e ignorancia, y ajenos a los fines políticos de los líderes criollos e insurgentes, se lanzarían a la lucha armada más en defensa de sus escasos bienes, los recursos de su comunidad y de sus relaciones fundamentales de propiedad. Esto es, sus motivaciones para participar en la lucha armada que azotó al país de 1810 a 1821 se fueron construyendo a lo largo de la lucha armada.

Paradójicamente, como menciona Eric Van Young, si algo caracterizó a la insurgencia mexicana fue que las energías localistas y la variedad de circunstancias que impulsaron los movimientos populares eran las mismas que impidieron la formación de una coalición ideológica o militar. Mismas que, de haberse logrado, hubiera permitido obtener mejores recompensas para las capas más bajas de la sociedad novohispana.59

La población en general conocía el sistema político mediante el cual la metrópoli controlaba a las colonias a través de la actuación de los administradores del rey y de la forma en que éstos impartían la justicia. La gran mayoría de los criollos y mestizos se imaginaba el boato de la monarquía por las celebraciones encabezadas por el virrey y sus subalternos. Sólo conocían esta forma de gobierno pero la insatisfacción entre los criollos crecía día con día al corroborar el modo en que las políticas de la corona perjudicaban sus intereses y en general los de la Nueva España.60

A esta razón, y otras de carácter económico que serán tratadas en un capítulo posterior, se debió que los principios liberales hayan encontrado eco en las colonias, principalmente entre los insatisfechos criollos. Además, gracias a la independencia de Estados Unidos y a la Revolución francesa, las ideas liberales fueron propagadas con mayor facilidad, haciéndose accesibles a un núcleo más amplio de la población.

España no se libraría de que su pueblo participara de la filosofía liberal de sus vecinos y que sus colonias siguieran el ejemplo de los republicanos del norte. Sufrió ambos acontecimientos en el momento más crítico de su historia y cuando el mundo presenciaba la decadencia del que fuera uno de los imperios más poderosos.

La crisis para la monarquía hispánica —en ambos hemisferios— llegó en 1808. Como ya hemos apuntado en la Introducción, Napoleón Bonaparte se apoderó de la corona española, obligando a Carlos IV y a Fernando VII a abdicar y permitir que su hermano José, fuera entronizado como rey de España. Este suceso ocasionó el levantamiento del pueblo español que, a diferencia de sus monarcas y dirigentes, desconoció y repudió la actitud y el cambio de rey. El odio hacia los franceses unió al pueblo español que se levantó en armas y se organizó en juntas que se arrogaban la soberanía. De hecho, España entró violentamente a la modernidad política cuando a falta del rey la población comenzó a discutir los orígenes y la residencia de la soberanía. ¿La otorgaba, acaso, la divinidad, como lo argumentaban los seguidores de la monarquía o se lograba por la fuerza, siguiendo el ejemplo de Napoleón? Al hacerlo, concluyó que su origen no era divino, ni era impuesta por la fuerza. La soberanía residía en el pueblo.

El pueblo español comenzó a organizarse en juntas a lo largo de toda la Península. Mientras, en América, las noticias que llegaban de España animaron discusiones similares. El Ayuntamiento de la ciudad de México, por ejemplo, encabezado por los liberales Francisco Primo de Verdad y Juan Francisco Azcárate, llegó plantear su voluntad y la necesidad de organizar juntas similares a las españolas.

Por su parte, el virrey José de Iturrigaray, ante la difícil situación política en la que se encontraba, por la ausencia del rey que lo había nombrado, tuvo que enfrentar al dilema de escuchar a los dirigentes del Ayuntamiento y calmar al grupo español. Finalmente se mostró complaciente con los líderes criollos del Ayuntamiento que buscaban, como los españoles, un gobierno autónomo subordinado al rey.

El hecho de que permitiera la reunión de la Asamblea, que se discutiría la soberanía del pueblo y la posible autonomía de la Nueva España, ocasionó el disgusto de la elite española, temerosa de que con ello se perdiera el statu quo que prevalecía en la Nueva España y que ellos encabezaban. También querían la autonomía pero en sus términos bajo su dirección incluyendo a la Iglesia, el ejército y los comerciantes que la integraban, es decir, los principales grupos de poder que unidos dieron un golpe de Estado. El primero en la historia de México. Encarcelaron a los líderes criollos Primo de Verdad, Azcárate y Ledesma, fray Melchor de Talamantes, que pugnaban por la creación de la junta integrada por los grupos más representativos de la Nueva España.

Si bien, el problema de la legitimidad del poder se discutía tanto en España como en los virreinatos americanos, las circunstancias eran muy distintas. En América no había ni guerra contra ejércitos extranjeros ni levantamientos populares ni autoridades colaboracionistas con los franceses. François-Xavier Guerra, lo explica mejor: “Era difícil vencer de un solo golpe las resistencias de las autoridades reales en Nueva España que seguían apoyándose en una tradición absolutista que ya se había hundido en España”.61

Con Iturrigaray encarcelado y los liberales del Ayuntamiento expulsados, exiliados o ejecutados, terminaría la vía pacífica y daría inicio a la contrarrevolución. La oligarquía española que pensaba gobernar con tranquilidad enfrentaría serios problemas: a) las demandas cada vez más apremiantes y crecientes para resolver los problemas financieros de España; b) la disminución del poder de las autoridades virreinales ante los retos de la Audiencia y de los dignatarios de la Iglesia, ejemplificados por el distanciamiento entre el arzobispo Liana y el oidor Aguirre; c) la incapacidad del gobierno para neutralizar los efectos negativos del sacrificio de los líderes del Ayuntamiento; d) la animadversión popular; y e) la proliferación de reuniones de conjura contra el gobierno, especialmente en Michoacán y Querétaro que desembocaron en el movimiento de independencia acaudillado por Hidalgo y Allende.

El análisis de los acontecimientos del bienio 1808-1810 resulta crucial para entender la diferencia entre autonomía, o la defensa del statu quo, encabezada por los contrarrevolucionarios y los movimientos de independencia de los revolucionarios.
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